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II. RÉGIMEN COMERCIAL Y DE INVERSIONES

1) Visión General

1. Colombia es Miembro fundador de la OMC.  Los acuerdos multilaterales tienen el mismo rango que las leyes ordinarias.  Colombia participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones y los servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay.  Es observador en el Comité que administra el Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública;  no participa en el Acuerdo sobre Tecnología de la Información.  Durante el periodo bajo examen, ha cumplido con sus obligaciones relativas a las notificaciones en la OMC y ha presentado varias propuestas en el marco del Programa de Trabajo de Doha.  Las autoridades colombianas reconocen y valoran la importancia del sistema multilateral de comercio para asignar previsibilidad y seguridad a la política comercial del país, pero perciben que la influencia de Colombia en el contenido y velocidad de las negociaciones multilaterales es limitada.

2. Colombia formula su política comercial predominantemente a nivel nacional, tomando en consideración para esto su participación en la Comunidad Andina.  Colombia asigna una alta prioridad a la conclusión de acuerdos preferenciales de comercio.  Desde su último examen, ha concluido la negociación de dos nuevos acuerdos;  el acuerdo con los Estados Unidos es de particular importancia dado que dicho país es el principal destino de las exportaciones colombianas.

3. Colombia cuenta con un régimen de inversiones extranjeras abierto.  La Constitución se reformó en 1999 con miras a eliminar la facultad que tenía el Congreso de llevar a cabo una expropiación sin indemnización "por razones de equidad".  Desde mediados de 2005 Colombia ofrece a los inversionistas la posibilidad de suscribir contratos de estabilidad jurídica.  El Gobierno mantiene la facultad de identificar cualquier sector para limitar la participación del capital extranjero, aunque nunca la ha utilizado.

2) Marco Jurídico General

4. Colombia es una república unitaria.
  La Constitución de 1991 otorga los siguientes derechos a las entidades territoriales que integran el país:  gobernarse por autoridades propias;  ejercer las competencias que les correspondan;  administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones;  y participar en las rentas nacionales.
  Aunque la Constitución dispone que se defina la distribución de competencias entre el gobierno central y las entidades territoriales mediante una ley orgánica, dicha ley aún no ha sido promulgada.
  Las autoridades colombianas indicaron que las entidades territoriales no han establecido ningún tipo de medidas que incidan sobre el comercio internacional.

5. El poder público está dividido en tres ramas:  legislativa, ejecutiva y judicial.
  La rama legislativa está compuesta por un Congreso bicameral integrado por el Senado de la República y la Cámara de Representantes.  Los 102 senadores y los 166 representantes son elegidos simultáneamente por sufragio universal por un período de cuatro años renovable.  Las elecciones legislativas más recientes se llevaron a cabo en marzo de 2006.

6. El Presidente de la República es el Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y suprema autoridad administrativa.
  El Gobierno está formado por el Presidente, los ministros y los directores de departamentos administrativos.  El Presidente es elegido por sufragio universal por un período de cuatro años.  Hasta 2004, el Presidente no podía ser reelegido;  como resultado de una reforma constitucional aprobada ese año, el Presidente puede ser reelegido una vez.
  El Presidente tiene la facultad exclusiva de nombrar y remover a los ministros y directores de los departamentos administrativos.  Las elecciones presidenciales más recientes se llevaron a cabo en mayo de 2006.

7. La Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Corte Constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los tribunales y las cortes ejercen la función judicial.
  La Constitución también atribuye funciones judiciales a las autoridades de los pueblos indígenas.
  La Procuraduría General de la Nación vigila la conducta de los funcionarios públicos.  Los particulares pueden invocar los Acuerdos de la OMC y las normas andinas ante los jueces nacionales.  En los procesos de última instancia en los que deban aplicarse o se controviertan normas andinas, los jueces deben presentar una consulta sobre la interpretación de las normas andina ante el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina.  Los jueces nacionales están obligados a cumplir la interpretación que emita el Tribunal.

8. Una vez que el Congreso aprueba un proyecto de ley debe enviarlo al Gobierno para que lo sancione y disponga su promulgación, pudiendo el Gobierno devolverlo al Congreso por "razones de inconstitucionalidad o de inconveniencia".
  Un proyecto devuelto al Congreso por razones de inconveniencia se convierte en ley si vuelve a ser aprobado por el Congreso.  Un proyecto objetado por inconstitucional por el Gobierno se remite a la Corte Constitucional, si el Congreso insiste en aprobarlo.  Si la Corte decide que el proyecto no viola la Constitución, el Presidente debe sancionar el proyecto de ley y disponer que se promulgue.  De lo contrario, el presidente del Congreso tiene la facultad de sancionar el proyecto de ley.

9. La dirección de las relaciones internacionales de Colombia y la celebración de tratados con otros Estados corresponden al Presidente de la República.  Los tratados internacionales deben ser aprobados por el Congreso y recibir un dictamen favorable de la Corte Constitucional antes de poder ser ratificados por el Presidente de la República.  El Congreso no tiene la facultad de enmendar el texto de un tratado internacional.
  Los tratados "de naturaleza económica y comercial acordados en el ámbito de organismos internacionales" pueden aplicarse provisionalmente en espera de la aprobación del Congreso.
  La Constitución prevé la posibilidad de que Colombia transfiera "determinadas atribuciones" a organismos internacionales que busquen promover la integración económica con otros Estados.

10. La Constitución prevalece sobre cualquier otra norma jurídica.
  La Corte Constitucional determinó que, de existir una incompatibilidad entre un tratado de integración económica y la Constitución, "es deber de las autoridades políticas modificar el compromiso internacional [de Colombia] a fin de ajustarlo a la Carta, o reformar la Constitución para adecuarla a [las] obligaciones internacionales [de Colombia]".
  La Corte Constitucional también determinó que los tratados de integración económica tienen un rango normativo inferior a algunos tratados y convenios internacionales de derechos humanos, las leyes orgánicas y las leyes estatutarias.

11. Colombia ha sido afectada por décadas de violencia.  No obstante, las autoridades colombianas indicaron que el estado de derecho se ha mantenido y se realizan esfuerzos para combatir las consecuencias que la violencia puede generar sobre la estabilidad del Estado.

3) Formulación y Objetivos de la Política Comercial
12. El Acuerdo de Cartagena, que dio origen a la Comunidad Andina, establece como uno de sus objetivos la formulación de una política comercial común entre sus miembros (ver sección 5) ii) a) infra).  Sin embargo, dado que no se ha completado el proyecto de integración andina, la formulación de la política comercial de Colombia ocurre predominantemente a nivel nacional.

13. A nivel nacional, el Presidente de la República tiene la facultad para regular el comercio exterior, incluyendo los regímenes aduanero y arancelario, aunque la regulación de la política arancelaria ha sido transferida parcialmente a la Comunidad Andina.
  En el desempeño de sus facultades relacionadas con el comercio, el Presidente debe apegarse a los siguientes principios definidos por el Congreso
:

· impulsar la internacionalización de la economía colombiana para lograr un ritmo creciente y sostenido de desarrollo;

· promover y fomentar el comercio exterior de bienes, tecnología, servicios y, en particular, las exportaciones;

· estimular los procesos de integración y los acuerdos comerciales bilaterales y multilaterales que amplíen y faciliten las transacciones externas del país;

· impulsar la modernización y la eficiencia de la producción local, para mejorar su competitividad internacional y satisfacer adecuadamente las necesidades del consumidor;

· procurar una competencia legal y equitativa a la producción local y otorgarle una protección adecuada, en particular, contra las prácticas desleales de comercio internacional;

· apoyar y facilitar la iniciativa privada y la gestión de los distintos agentes económicos en las operaciones de comercio exterior;

· coordinar las políticas y regulaciones en materia de comercio exterior con las políticas arancelaria, monetaria, cambiaria y fiscal;  y

· adoptar, sólo transitoriamente, mecanismos que permitan a la economía colombiana superar coyunturas externas o internas adversas al interés comercial del país.

14. La entidad de la rama ejecutiva facultada para "dirigir, coordinar, formular y evaluar" la política de comercio exterior es el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
  En el desempeño de sus facultades relativas al comercio, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo puede convocar al Consejo Superior de Comercio Exterior, órgano encargado de asesorar al Gobierno en lo que se refiere a la política de comercio exterior.
  El Consejo Superior de Comercio Exterior está integrado por el Presidente de la República;  el Ministro de Comercio, Industria y Turismo;  el Ministro de Relaciones Exteriores;  el Ministro de Hacienda y Crédito Público;  el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural;  el Ministro de Minas y Energía;  el Ministro de Transporte;  el Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial;  el Director del Departamento Nacional de Planeación;  y el Gerente General del Banco de la República.
  El Consejo Superior de Comercio Exterior puede invitar a otros funcionarios a participar oralmente voz pero sin voto en sus sesiones.

15. El Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior hace recomendaciones relativas a los regímenes aduanero y arancelario.  Cuando dichas recomendaciones suponen una modificación de la política comercial, el Comité dirige sus recomendaciones al Consejo Superior de Comercio Exterior.  Las demás recomendaciones se dirigen directamente al Gobierno.  El Comité está compuesto por los Viceministros de Comercio Exterior;  Hacienda y Crédito Público;  Desarrollo Empresarial;  Agricultura y Desarrollo Rural;  y Minas y Energía y el Subjefe del Departamento Nacional de Planeación, el Director General de Comercio Exterior, el Director de Impuestos y Aduanas Nacionales y los asesores del Consejo Superior de Comercio Exterior.

16. El sector privado participa en la formulación de la política comercial a través de la Comisión Mixta de Comercio Exterior, un foro que puede hacer recomendaciones sobre comercio exterior al Gobierno.  Lo integran los principales gremios y el Consejo Superior de Comercio Exterior.

17. La Constitución de 1991 exhorta al Estado a promover la integración económica, social y política con las demás naciones, especialmente las de América Latina y el Caribe mediante la celebración de tratados que impliquen la creación de organismos supranacionales.
  Colombia ha asignado una alta prioridad a la conclusión de acuerdos preferenciales de comercio en años recientes.  Las autoridades colombianas indicaron que reconocen y valoran la importancia del sistema multilateral de comercio para asignar previsibilidad y seguridad a la política comercial de Colombia;  sin embargo perciben que la influencia de Colombia en el contenido y velocidad de las negociaciones de la OMC es limitada.
  Los objetivos de la política comercial contenidos en el Plan Estratégico Exportador 1999-09 son aumentar y diversificar la oferta exportable;  consolidar e incrementar la inversión extranjera para fomentar las exportaciones;  hacer competitiva la actividad exportadora;  aumentar la participación de las distintas regiones del país en las exportaciones;  y desarrollar una cultura exportadora.

4) Régimen de Inversiones Extranjeras

i) Introducción

18. La formulación de la política en materia de inversión extranjera es responsabilidad del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (MCIT).  El MCIT desempeña esta actividad en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, tomando en cuenta los lineamientos del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES).
  El CONPES es un organismo asesor del Gobierno en materia de desarrollo económico y social dirigido por el Presidente de la República.  A partir de enero de 2005, Proexport asumió las funciones de promoción de la inversión extranjera que hasta ese momento llevaba a cabo la agencia Coinvertir.

19. La consolidación y el incremento de la inversión extranjera es uno de los objetivos que establece el Plan Estratégico Exportador.

20. Las principales normas en materia de inversión son la Ley N° 9 de 1991 y el Decreto N° 2080 de 2000, que ha sido reformado en varias ocasiones.
  En el marco de la Comunidad Andina, Colombia ha adoptado las Decisiones N° 291 y N° 292 (ver 5) ii) a) infra).

21. El ámbito de aplicación del régimen de inversiones extranjeras abarca la inversión directa y de portafolio realizada por personas naturales o jurídicas no residentes en Colombia.  La definición de inversión comprende los aportes en divisas y bienes tangibles e intangibles (incluyendo las marcas y las patentes), y la capitalización de recursos en moneda nacional con derecho de giro al exterior (incluyendo las regalías debidas por concepto de contratos de licencia).
  No son inversión los créditos y operaciones que impliquen endeudamiento.

22. Colombia cuenta con un régimen de inversiones extranjeras abierto pero algunos inversionistas extranjeros que participaron en una encuesta realizada por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo consideraron que una de las dificultades principales que enfrentan en Colombia es el nivel elevado de inestabilidad jurídica que resulta de la frecuente emisión de regulaciones y decisiones administrativas.
  Las autoridades colombianas indicaron que los cambios a las reglas en materia de inversión extranjera no tienen una periodicidad alta;  además aseguraron que los cambios llevados a cabo han tenido como efecto el ofrecer mayores garantías a los inversionistas extranjeros.

ii) Requisitos de autorización y registro

23. En general, las inversiones extranjeras no requieren autorización previa.  Las inversiones (nacionales o extranjeras) en los sectores financiero, minero y de hidrocarburos deben cumplir el requisito de autorización previa (capítulo IV 7) 3) y 4)).

24. Todas las inversiones extranjeras deben ser registradas ante el Banco de la República.  El inversionista o su representante o apoderado pueden llevar a cabo el registro.  Los plazos y condiciones para registrar una inversión extranjera varían dependiendo del tipo de inversión y de la forma en que se efectúa.  El Banco de la República otorga el registro de manera automática a las inversiones que cumplan con las disposiciones del Decreto N° 2080 de 2000.

iii) Restricciones sectoriales

25. El CONPES tiene la facultad de "identificar sectores de la actividad económica para que el Gobierno determine si admite en ellos la participación de inversión de capital del exterior".
  Las autoridades colombianas indicaron que el CONPES nunca ha ejercido esta facultad.

26. El Decreto N° 2080 de 2000 permite las inversiones de capital del exterior en todos los sectores de la economía, excepto en las actividades de defensa y seguridad nacional y el procesamiento, disposición y desecho de basuras tóxicas, peligrosas o radiactivas que no hayan sido producidas en Colombia.

27. Además, la inversión extranjera en las empresas que presten servicios de televisión abierta está sujeta al principio de reciprocidad y limitada al 40 por ciento del capital social de la empresa.
  No se expiden a extranjeros licencias para dirigir programas informativos o periodísticos de radio.
  Las empresas extranjeras de consultoría en geología no pueden ofrecer sus servicios en Colombia al menos que estén asociadas con una empresa colombiana.

28. La inversión privada, incluyendo la extranjera, en la prestación de servicios públicos de acueducto y alcantarillado, saneamiento ambiental y de distribución a domicilio de energía eléctrica y gas por red está sujeta a restricciones en la medida en que el Estado establezca "áreas de servicio exclusivo" en las que solamente una empresa esté autorizada para prestar alguno de estos servicios.

29. Existen restricciones a la adquisición de propiedad por parte de extranjeros en zonas limítrofes, las costas nacionales y el territorio insular.

iv) Protección

30. La Constitución garantiza la propiedad privada.  El Artículo 58 contempla la posibilidad de expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa "por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador".  El Artículo 59 estipula que en situación de guerra, el Gobierno puede decretar una expropiación sin previa indemnización.  La propiedad inmueble expropiada en situación de guerra sólo puede ser ocupada temporalmente.  Antes de 1999, la Constitución otorgaba al Congreso la facultad de llevar a cabo una expropiación sin indemnización "por razones de equidad".  El Acto Legislativo N° 1 de 1999 eliminó esta facultad;  las autoridades indicaron que siempre debe haber indemnización con fundamento en el mandato constitucional que establece que "el Estado será siempre responsable por las expropiaciones que el Gobierno haga por sí o por medio de sus agentes".
  
31. El Decreto N° 2080 de 2000 establece el derecho de los inversionistas extranjeros a remitir al exterior en moneda libremente convertible las utilidades que genere su inversión.
  Las condiciones para la remisión de utilidades al exterior y el reembolso de una inversión extranjera no se pueden modificar de manera adversa para el inversionista a menos que las reservas internacionales de Colombia sean inferiores a tres meses de importaciones.
  Las inversiones extranjeras en los sectores minero y de los hidrocarburos están sujetas a un régimen cambiario especial (capítulo IV 3) y 4)).

32. A partir de 2005, los inversionistas nacionales o extranjeros que realicen inversiones nuevas o amplíen inversiones existentes por un monto igual o superior a 7.500 salarios mínimos mensuales (alrededor de 1,35 millones de dólares EE.UU. en marzo de 2006) pueden optar por suscribir un contrato de estabilidad jurídica con el Estado.
  Mediante estos contratos, el Estado garantiza a los inversionistas la aplicación de ciertas normas durante un período determinado, aun si alguna de estas normas sufriere una modificación.  La finalidad de los contratos de estabilidad jurídica es la promoción de las inversiones.
  Las inversiones extranjeras de portafolio no pueden beneficiarse de los contratos de estabilidad jurídica.  Hasta mediados de 2006, se había suscrito un solo acuerdo de estabilidad jurídica.

33. Los contratos de estabilidad jurídica deben indicar de manera "expresa y taxativa" las normas e interpretaciones administrativas que a juicio del inversionista fueron fundamentales para su decisión de inversión y cuya aplicación se garantiza durante el período de vigencia del contrato.
  Los contratos deben ser conformes a la Constitución y respetar los tratados internacionales suscritos por Colombia.  No pueden comprender normas relativas al régimen de seguridad social, tributos decretados en estados de excepción, impuestos indirectos, regulación prudencial financiera y el régimen tarifario de los servicios públicos.  Las normas declaradas inconstitucionales o ilegales por los tribunales judiciales colombianos no gozan de la protección de un contrato de estabilidad jurídica, aun si forman parte del mismo.  La duración de un contrato de estabilidad jurídica debe ser de entre 3 y 20 años y su costo anual es del 1 por ciento del valor de la inversión que abarca el contrato.

34. Desde 1995, los inversionistas pueden además suscribir contratos de estabilidad tributaria con el Gobierno.
  La tasa del impuesto sobre la renta, el impuesto sobre ganancias ocasionales y el impuesto a las remesas al que están sujetos los inversionistas que opten por este régimen es superior en dos puntos porcentuales a la tasa del impuesto vigente al momento de suscribir el contrato (capítulo III 4) i)).  A mediados de 2006, Colombia había suscrito alrededor de nueve contratos de estabilidad tributaria.  Las autoridades indicaron que la función de dichos contratos ha sido retomada y perfeccionada a través de los contratos de estabilidad jurídica.

v) Acuerdos internacionales de inversiones
35. En el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, Colombia contrajo compromisos relativos al suministro de servicios mediante la presencia comercial (capítulo IV 7)).

36. En términos generales las disposiciones relativas a las inversiones contenidas en la Decisión N° 291 de la Comunidad Andina otorgan a los países miembros amplia libertad de definir sus políticas de inversión.
  Aunque la Decisión N° 291 no incluye una disposición sobre nación más favorecida, en virtud de la Decisión N° 439 los miembros de la Comunidad Andina están obligados a conceder a los servicios y prestadores de servicios de los demás miembros el trato más favorable que hayan concedido a terceros países con respecto a la presencia comercial y al derecho de establecimiento (capítulo IV 7)).  La Decisión N° 292 de la Comunidad Andina contiene el régimen de inversión para las empresas multinacionales andinas.

37. El tratado de libre comercio entre Colombia, México y Venezuela (Acuerdo del Grupo de los Tres o G-3) contiene un capítulo sobre inversiones extranjeras que establece el derecho de establecimiento para los inversionistas y las inversiones de las partes, con excepciones.
  Colombia se reservó la aplicación de las disposiciones relativas a la expropiación y compensación del acuerdo, incluyendo los requisitos que las indemnizaciones relativas a una expropiación sean equivalentes "al valor justo de mercado" de la inversión en el momento de la expropiación y que el pago de la indemnización se efectúe sin demora.
  Las autoridades colombianas indicaron que si bien las medidas internas que dieron origen a esta reserva fueron reformadas en 1999, esta reforma no ha sido comunicada formalmente a la otra parte.

38. Colombia cuenta con un acuerdo bilateral de inversión en vigor con Perú.  Otro acuerdo de este tipo con España está en proceso de ratificación.  Colombia ha concluido las negociaciones de acuerdos bilaterales de inversión con Suiza y Guatemala.  A mediados de 2006 estaban en curso negociaciones con China, Finlandia, Francia, Japón y el Reino Unido.

39. Colombia es miembro de la Agencia Multilateral de Garantía de Inversiones del Banco Mundial y ratificó el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados a través del cual se estableció el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones.

5) Relaciones Comerciales Internacionales

i) OMC
40. Colombia es Miembro de la OMC desde el 30 de abril de 1995, fecha en la que entró en vigor la Ley N° 170 de 1994 por medio de la cual el Congreso ratificó el Acuerdo de Marrakech.
  El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo representa a Colombia ante la OMC.

41. Colombia participó en las negociaciones sobre las telecomunicaciones y los servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay.  Los compromisos que contrajo en el área de las telecomunicaciones figuran en el Cuarto Protocolo anexo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios;  sus compromisos relativos a los servicios financieros figuran en el Quinto Protocolo.
  Colombia es observador en el Comité de Contratación Pública, que supervisa el funcionamiento del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública.  Colombia no participa en el acuerdo sobre tecnología de la información.

42. Colombia ha hecho varias notificaciones a la OMC (cuadro AII.1).  Están pendientes un número muy reducido de notificaciones, incluyendo las relativas a los acuerdos preferenciales sobre el comercio de bienes y servicios.

43. Colombia ha participado en 21 diferencias en el marco del Órgano de Solución de Diferencias de la OMC (cuadro AII.2).  Como parte reclamante, Colombia ha participado en cuatro diferencias y como parte demandada, en una.  Ha participado como tercera parte en el resto de las diferencias. 

44. La única diferencia en la que Colombia ha participado como parte demandada en el marco de la OMC se refiere a una medida de salvaguardia de transición aplicada por Colombia a los filamentos lisos de poliéster.  En esta diferencia, Tailandia alegó que la medida en cuestión era incompatible con las disposiciones del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.  El Órgano de Supervisión de los Textiles recomendó a Colombia que suprimiera la medida de salvaguardia en dos ocasiones.  En 1999, Tailandia anunció que retiraba su solicitud de establecimiento de un grupo especial porque se había puesto fin a la medida.

45. Desde 1995, Colombia ha presentado numerosas contribuciones al trabajo de la OMC, varias de ellas en el marco del Programa de Trabajo de Doha (cuadro AII.3).

ii) Acuerdos preferenciales

a) Comunidad Andina
46. Colombia es miembro de la Comunidad Andina, cuyo origen se remonta a la firma del Acuerdo de Cartagena en 1969.  Además de Colombia, la Comunidad Andina está constituida por Bolivia, el Ecuador y el Perú.  En abril de 2006, la Secretaría General de la Comunidad Andina recibió una comunicación en la que la República Bolivariana de Venezuela informó sobre su decisión de denunciar el Acuerdo de Cartagena.
  A mediados de 2006, todas las preferencias que otorgaba Venezuela a Colombia en el marco de la Comunidad Andina seguían en vigor hasta una fecha por definir.  En agosto de 2006, los miembros de la Comunidad Andina extendieron una invitación a Chile para incorporarse como miembro asociado.
  
47. La función de definir "una estrategia comunitaria orientada a la profundización de la integración con los demás bloques económicos regionales y de relacionamiento con esquemas extrarregionales, en los ámbitos político, social y económico-comercial" recae en el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión de la Comunidad Andina.
  En este contexto, la Comunidad Andina ha desarrollado normas comunes que inciden en las relaciones comerciales no sólo entre países miembros sino también en las relaciones con terceros, principalmente en los ámbitos aduanero, arancelario, sanidad agropecuaria, reglamentos técnicos, medidas de contingencia y propiedad intelectual.

48. Dos de las principales metas que ha perseguido la Comunidad Andina han sido la creación de una zona de libre comercio y de una unión aduanera.  Desde 1993 existe una zona de libre comercio entre Bolivia, Colombia, el Ecuador y Venezuela que abarca todo el universo arancelario (capítulo III 2) iv)).  El Perú se incorporó plenamente a la zona de libre comercio en enero de 2006, después de haber seguido un proceso gradual de incorporación a dicha zona desde 1997.

49. Queda por completar la unión aduanera, ya que el arancel externo común, formalmente en vigor desde 1995, fue adoptado, con excepciones, solamente por cuatro de los cinco países miembros.
  En octubre de 2002 los cinco países miembros acordaron establecer un nuevo arancel externo común, pero su entrada en vigor fue objeto de varias postergaciones.
  En el marco del XVI Consejo Presidencial Andino celebrado en Lima, Perú a mediados de 2005, se acordó adoptar una política arancelaria común a más tardar el 2 de diciembre de 2005.
  Las autoridades colombianas indicaron que a mayo de 2006 aún no se había alcanzado este objetivo.  También están pendientes el establecimiento de un mercado común que abarque la libre circulación de servicios, capitales y personas, además de la de bienes.

50. El control del cumplimiento de las normas andinas está a cargo del Tribunal de Justicia y de la Secretaría General.  La Secretaría General puede dar inicio a la fase prejudicial de una "acción de incumplimiento" de oficio o como resultado de un reclamo de los países miembros de la Comunidad Andina o de particulares.  La fase judicial de una acción de incumplimiento se inicia con la interposición de una demanda ante el Tribunal de Justicia por la Secretaría General, los países miembros, o particulares.  El Tribunal de Justicia emite una sentencia y puede autorizar la suspensión de ventajas derivadas del Acuerdo de Cartagena o imponer otras medidas coercitivas si no se cumple su sentencia.

51. Desde 1996, se han iniciado 38 acciones de incumplimiento en contra de Colombia.  De estas, 14 acciones han pasado a la fase judicial (cuadro AII.4).

52. En reconocimiento de que la formulación de su política comercial ocurre predominantemente a nivel nacional, los miembros de la Comunidad Andina adoptaron la Decisión N° 598.  Esta Decisión les permite negociar acuerdos comerciales con terceros "de manera individual".
  Los miembros que negocien individualmente acuerdos comerciales con terceros países deben respetar los siguientes lineamientos:  "preservar el ordenamiento jurídico andino en las relaciones entre los Países Miembros de la Comunidad Andina;  tomar en cuenta las sensibilidades comerciales presentadas por los otros socios andinos, en las ofertas de liberación comercial;  y mantener un apropiado intercambio de información y consultas en el desarrollo de las negociaciones, en un marco de transparencia y solidaridad".
  

iii) Acuerdos de alcance parcial negociados en el marco de la ALADI

53. En el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), Colombia ha suscrito acuerdos de alcance parcial con Chile, Cuba, México y Panamá y con los países miembros de la Comunidad del Caribe (CARICOM), el Mercado Común Centroamericano (MCCA) y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR).

54. El acuerdo suscrito entre Colombia y 12 miembros de la CARICOM, en vigor desde enero de 1995 y ampliado en 1998, establece la eliminación de los gravámenes arancelarios que aplica Colombia a 1.128 subpartidas.
  Por otro lado, cuatro de los 12 signatarios de la CARICOM (Barbados, Guyana, Jamaica y Trinidad y Tabago) eliminaron los gravámenes arancelarios que aplican a 1.074 subpartidas originarias de Colombia;  los demás signatarios no ofrecen preferencias en el marco del acuerdo.

55. El acuerdo con Chile, en vigor desde enero de 1994, establece un programa de desgravación que resultó en la eliminación recíproca de los gravámenes arancelarios para todo el comercio, con excepción de 134 subpartidas que gozarán de trato de franquicia arancelaria a partir de 2007.
  Otras 166 subpartidas serán desgravadas entre 2007 y 2011.

56. El acuerdo con Cuba establece preferencias arancelarias para un número muy reducido de productos.
  Colombia concede rebajas arancelarias medias del 50 por ciento a 633 subpartidas y Cuba a 1.020 subpartidas.  Las autoridades indicaron que en agosto de 2006, Colombia y Cuba acordaron profundizar este acuerdo con miras a suscribir un tratado de libre comercio que abarque disciplinas en materia de servicios, inversión y solución de diferencias.
57. Los acuerdos que suscribió Colombia con los miembros del MCCA (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua) establecen preferencias arancelarias unilaterales para un número reducido de productos originarios del MCCA.
  Colombia y Honduras ampliaron la cobertura de su acuerdo en 2001, otorgándose preferencias arancelarias recíprocas para un número pequeño de productos.

58. El acuerdo entre Colombia y Panamá estableció preferencias arancelarias recíprocas para un número limitado de productos.  Las partes ampliaron las preferencias arancelarias recíprocas a unos 60 productos en 2003.

59. El tratado de libre comercio entre Colombia, México y Venezuela (G-3) fue denunciado por Venezuela en mayo de 2006 pero sigue en vigor entre Colombia y México.  El tratado incluye un programa de desgravación lineal de diez años que resultó en la eliminación recíproca de los gravámenes arancelarios para el comercio entre Colombia y México a partir de su entrada en vigor en 1995.
  Algunos bienes, principalmente del sector agrícola no han sido incorporados al programa de desgravación.  En 2004 se negociaron nuevas condiciones para la incorporación del sector automotor al programa de liberalización;  éstas entraron en vigor en enero de 2006.  El tratado incluye disposiciones sobre reglas de origen, procedimientos aduaneros, medidas de contingencia, medidas sanitarias y fitosanitarias, normas técnicas, comercio de servicios, inversión, compras del sector público, propiedad intelectual y solución de controversias.  

60. Colombia, junto con Ecuador y Venezuela, suscribieron un acuerdo de comercio preferencial con los países del MERCOSUR en diciembre de 2003.
  El acuerdo entró en vigor entre Colombia y Argentina, Brasil y Uruguay en febrero de 2005, y entre Colombia y Paraguay el 19 de abril de 2005.  El acuerdo incluye listas de desgravación arancelaria negociadas entre cada una de las partes.  En virtud de estas listas, todo el comercio originario de los países del MERCOSUR hacia Colombia gozará del trato de franquicia arancelaria a más tardar en 2018.  El acuerdo no contiene disciplinas sobre el comercio de servicios, pero dispone que, dentro de un plazo definido por las partes, se establezcan "mecanismos adecuados" para su liberalización.
  El acuerdo incorpora las preferencias arancelarias establecidas en los acuerdos de alcance parcial suscritos con anterioridad entre Colombia y los miembros del MERCOSUR.

iv) Otros acuerdos y arreglos en vigor

61. Colombia es beneficiario de los planes del Sistema Generalizado de Preferencias de Bulgaria, el Canadá, los Estados Unidos, el Japón, Nueva Zelandia, Noruega, Rusia, Turquía, Suiza y la Unión Europea.
  Ciertos productos, que gozan de reducciones arancelarias parciales en el marco del régimen general del Sistema Generalizado de Preferencias de la Unión Europea, reciben el trato de franquicia arancelaria cuando se originan en Colombia o en los demás países incluidos en el régimen de lucha contra la producción y el tráfico de drogas.
  Estos beneficios adicionales expiran el 31 de diciembre de 2008.

62. Una cantidad considerable de productos de exportación de Colombia a los Estados Unidos reciben el trato de franquicia arancelaria en virtud de la Ley de Preferencias Comerciales Andinas (ATPA, por sus siglas en inglés).  En agosto de 2002 se promulgó la Ley de Promoción del Comercio Andino y Erradicación de las Drogas (ATPDEA) que renueva la ATPA hasta el 31 de diciembre de 2006 y amplía sus beneficios al extender el trato de franquicia arancelaria a las importaciones de los textiles y prendas de vestir, calzado, petróleo y sus derivados, relojes, confecciones de cuero y el atún empacado al vacío en fundas flexibles de aluminio con un peso no mayor a los 6,8 kg.  Un número limitado de productos, incluyendo ciertos textiles, prendas de vestir, el ron y el atún enlatado no gozan de preferencias.  También se mantienen los contingentes arancelarios que aplican los Estados Unidos a las importaciones de ciertos productos agrícolas.  La obtención de preferencias está condicionada al cumplimiento de criterios comerciales y no comerciales.  Colombia nunca ha perdido los beneficios que ofrece la ATPA por no satisfacer estos criterios.

63. Colombia participa en el Acuerdo Regional Relativo a la Preferencia Arancelaria Regional (PAR) con la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y Venezuela.  Suscrito en 1984 en el marco de la ALADI, el acuerdo establece preferencias arancelarias para la totalidad del comercio entre los miembros, con excepciones.  El nivel de las preferencias que otorga cada miembro se determina en función de su clasificación en una de las cuatro categorías de países establecidas en el acuerdo.  El ámbito de aplicación de este acuerdo es limitado, dada "la reducida magnitud actual de la PAR, unida a la amplitud de las listas de excepciones".

v) Otros acuerdos comerciales

64. Colombia y los Estados Unidos concluyeron las negociaciones hacia un tratado de libre comercio en febrero de 2006.  El acuerdo abarca el acceso a los mercados, reglas de origen, procedimientos aduaneros, medidas sanitarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, defensa comercial, contratación pública, inversiones, servicios transfronterizos, servicios financieros, telecomunicaciones, comercio electrónico, propiedad intelectual, política de competencia, aspectos laborales, medio ambiente, transparencia y solución de controversias.  El acuerdo está a la espera de la suscripción y ratificación por parte de los Congresos de ambas partes (junio de 2006).  El Ministro de Comercio de Colombia considera que el acuerdo con los Estados Unidos es una "pieza fundamental" para el desarrollo económico del país.

65. Colombia, junto con todos los demás países del hemisferio occidental excepto Cuba, participa en el proceso hacia el establecimiento del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), cuyo origen se remonta a la Primera Cumbre de las Américas celebrada en Miami, Estados Unidos en 1994.  A mediados de 2006, el proceso estaba paralizado.

66. En el marco del XV Consejo Presidencial Andino se acordaron directrices para impulsar la negociación de un acuerdo de libre comercio entre la Comunidad Andina y el Mercado Común Centroamericano.
  A principios de 2006, Colombia y Guatemala, El Salvador y Honduras decidieron iniciar negociaciones hacia un tratado de libre comercio.

67. En agosto de 2002, los miembros de la Comunidad Andina y el Canadá acordaron iniciar conversaciones para explorar la posibilidad de negociar un tratado de libre comercio.  A mediados de 2006 no se habían dado avances en este proceso.

68. Los miembros de la Comunidad Andina y la Unión Europea acordaron poner en marcha un proceso hacia un acuerdo de asociación, incluyendo un área de libre comercio, durante la III Cumbre entre América Latina, el Caribe y la Unión Europea celebrada en Guadalajara, México.
  Este proceso se inició en enero de 2005 con una "fase de valoración conjunta" del proceso de integración andina.  En mayo de 2006 se decidió continuar el proceso de clarificación y definición de las bases de negociación del acuerdo de asociación.
� Artículo 1, Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional N° 116, de 20 de julio de 1991.


� Artículo 287.


� Artículo 288.


� Artículo 113.


� Artículo 115.


� Artículo 197, Constitución Política de Colombia, modificado por Acto Legislativo Número 2 de 2004, artículo 2.


� Título VIII, Constitución Política de Colombia.


� Artículo 246, Constitución Política de Colombia.


� Decisión N° 472 de la Comunidad Andina.


� Artículo 199, Ley N° 5 de 1992.


� Artículos 166 a 168, Constitución Política de Colombia.


� Artículo 217, Ley N° 5 de 1992.


� Artículo 224.


� Artículo 150.


� Artículo 4.


� Sentencia C-582 de 1999.


� Sentencia C-582 de 1999.  El artículo 151 de la Constitución define las leyes orgánicas como aquéllas mediante las cuales se establecen los reglamentos del Congreso y de cada una de las Cámaras, las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y ley de apropiaciones y del plan general de desarrollo, y las relativas a la asignación de competencias normativas a las entidades territoriales.  Las leyes estatutarias son las que regulan los derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección;  la administración de justicia;  la organización y el régimen de los partidos y movimientos políticos;  el estatuto de la oposición y funciones electorales;  las instituciones y mecanismos de participación ciudadana;  los Estados de excepción;  y la igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la República que reúnan los requisitos que determine la ley (artículo 152).


� Departamento Nacional de Planeación (2003).


� Artículo 189, Constitución Política de Colombia.


� Artículo 150, Constitución Política de Colombia y artículo 2, Ley N° 7 de 1991.


� Artículo 1, Decreto N° 210 de 2003.  El Ministerio de Comercio Exterior se fusionó con el Ministerio de Desarrollo Económico en 2003 para crear el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.  El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo cuenta con un Viceministerio de Comercio Exterior y otro de Desarrollo Empresarial.


� Artículo 27, Decreto N° 2553 de 1999.


� Artículo 28, Decreto N° 2553 de 1999.


� Artículo 26, Decreto N° 2553 de 1999.


� Gobierno de Colombia (2003).


� Artículo 227.


� Viceministro de Comercio Exterior (2004).


� Las estrategias para alcanzar estos objetivos pueden consultarse en:  http://www.mincomercio. gov.co/VBeContent/documentos/competitividad/encuentros/IX/data/libro2.


� Artículo 2, Decreto N° 210 de 2003.


� Decreto N° 4337 de 2004.


� Incluyendo los Decretos N° 1844 de 2003, N° 4210 de 2004 y N° 1866 de 2005.


� Artículo 5, Decreto N° 2080 de 2000.


� Artículo 3, Decreto N° 2080 de 2000.


� UNCTAD (2006).


� Parágrafo 5, artículo 8, Decreto N° 2080 de 2000.


� Parágrafo del artículo 6, Decreto N° 2080 de 2000.


� Artículo 6.


� Artículo 34, Ley N° 182 de 1995.


� Artículo 7 y 15, Ley N° 74 de 1996.


� Parágrafo 2, artículo 10, Ley N° 9 de 1974.


� Artículo 40, Ley N° 142 de 1994.


� Decreto N° 1415 de 1990.


� Artículo 59, Constitución Política de Colombia.


� Artículo 10, Decreto N° 2080 de 2000.


� Artículo 11, Decreto N° 2080 de 2000.


� Ley N° 963 de 2005.


� Artículo 1, Ley N° 963 de 2005.


� Artículo 3, Ley N° 963 de 2005.


� Artículo 169, Ley N° 223 de 1995 y OMC (1996).


� Decisión N° 291 de la Comunidad Andina, 21 de marzo de 1991.


� Capítulo XVII, Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, la República de Colombia y la República de Venezuela.


� Anexo al artículo 17-08, Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos, la República de Colombia y la República de Venezuela.


� Ley N° 170 de 1994, Diario Oficial Número 41.637, de 16 de diciembre de 1994.


� Documentos de la OMC GATS/SC/20/Suppl.2, de 11 de abril de 1997 y GATS/SC/20/Suppl.3, de 26 de febrero de 1998.  El Cuarto Protocolo fue ratificado por medio de la N° Ley 671 de 2001, Diario Oficial Número 44.503, de 30 de julio de 2001.  Las autoridades colombianas indicaron que el Quinto Protocolo no requirió ratificación ya que no incluía compromisos adicionales a los consignados en el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.


� Secretaría General de la Comunidad Andina, "Secretaría General de la CAN recibió comunicación oficial de retiro de Venezuela", de 22 de abril de 2006.  Consultado en:  http://www.comunidadandina.org/ prensa/notas/np22-4-06a.htm.


� Información en línea de la Secretaría General de la Comunidad Andina, "Texto official de la carta de invitación de la Comunidad Andina a Chile".  Consultado en:  http://www.comunidadandina.org/documentos/ actas/carta_chile.htm.


� Artículo 51, Acuerdo de Integración Subregional Andino (Acuerdo de Cartagena). 


� Decisión N° 414 de la Comunidad Andina, de 30 de julio de 1997.


� Wetter (2001), página 65.


� Anexo I, Decisión N° 535 de la Comunidad Andina, de 14 de octubre de 2002.


� Acta Presidencial de Lima, Democracia, Desarrollo y Cohesión Social, XVI Consejo Presidencial Andino, de 18 de julio de 2005.  Consultado en:  http://www.comunidadandina.org/documentos.asp.


� Párrafo 8 del Acta de Cartagena, de 27 de mayo de 1999.


� Secretaría General de la Comunidad Andina (2006).


� Artículo 1, Decisión N° 598 de la Comunidad Andina, de 11 de julio de 2004.


� Artículo 2, Decisión N° 598 de la Comunidad Andina, de 11 de julio de 2004.


� La información relativa al número de partidas que abarcan los acuerdos en esta sección proviene del:  Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, información en línea, "Integración Económica".  Consultado en:  http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/categorydetail.asp?idcategory=540&idcompany=5 [20 de marzo de 2006].


� Los 12 signatarios de la CARICOM que suscribieron el acuerdo con Colombia son:  Antigua y Barbuda, Barbados, Belice, Dominica, Granada, Guyana, Jamaica, Montserrat, San Cristóbal y Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tobago.  Acuerdo de Alcance Parcial sobre Comercio y Cooperación Económica y Técnica entre la República de Colombia y la Comunidad del Caribe (CARICOM), AAP.A25TM N° 31, de 24 de julio de 1994, incorporados a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 2891 de 1994 y el Decreto N° 797 de 1998.


� Acuerdo de Complementación Económica para el Establecimiento de un Espacio Ampliado entre Colombia y Chile, AAP.CE N° 24, de 6 de diciembre de 1993, incorporado a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 2717 de 1993, modificado a través del Decreto N° 1741 de 1994 y ampliado mediante los Decretos N° 2172 de 1995, N° 2181 de 1996, N° 2178 de 1997 y N° 617 de 2002.


� Acuerdo de Complementación Económica celebrado entre la República de Colombia y la República de Cuba, AAP.CE N° 49, de 15 de septiembre de 2000, incorporado a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 580 de 2003.


� Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Colombia y la República de Costa Rica, AAP.A25TM N° 7, de 2 de marzo de 1984;  Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Colombia y la República de El Salvador, AAP.A25TM N° 8, de 24 de mayo de 1984;  Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Colombia y la República de Guatemala, AAP.A25TM N° 5, de 1° de marzo de 1984;  Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Colombia y la República de Honduras, AAP.A25TM N° 9, de 30 de mayo de 1984;  y Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Colombia y la República de Nicaragua, AAP.A25TM N° 6, de 2 de marzo de 1984.


� Primer y Segundo Protocolos Modificatorios del AAP N° 9, incorporados a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 1620 de 2001.


�  Acuerdo de Alcance Parcial Suscrito al Amparo del Artículo 25 del TM 80 entre la República de Colombia y la República de Panamá, AAP.A25TM N° 29, de 9 de julio de 1993, incorporado a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 2781 de 1994 y Primer Protocolo Modificatorio del AAP.A25TM N° 29, de 28 de abril de 2003, incorporado a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 1845 de 2003.


� Acuerdo de Complementación Económica celebrado entre las Repúblicas de Colombia, México y Venezuela, AAP.CE N° 33, de 13 de junio de 1994, incorporado a la legislación colombiana mediante la Ley N° 172 de 1994 y los Decretos N° 2900 y 2901 de 1994.


� AAP.CE N° 59, de 16 de diciembre de 2003, incorporado a la legislación colombiana mediante el Decreto N° 141 de 2005.


� Artículo 28, Anexo I, AAP.CE N° 59.


� UNCTAD (2005a).


� Artículo 11, Reglamento (CE) Número 980/2005 del Consejo, de 27 de junio de 2005 y Decisión de la Comisión 2005/924/EC, de 21 de diciembre de 2005.


� ALADI (2002), página 12.


� Gobierno de Colombia, información en línea.  Consultado en:  http://www.tlc.gov.co/VBeContent/ TLC/NewsDetail.asp?ID=4887&IDCompany=37&Profile= [3 de mayo de 2006].


� Acta de San Francisco de Quito, Anexo Sobre Diálogo Presidencial, de 12 de julio de 2004.


� Comunicado Conjunto de la Reunión de la Troika de la Unión Europea y de los Jefes de Estado y de Gobierno de la Comunidad Andina, Guadalajara, México, de 29 de mayo de 2004.  Consultado en:  http://www.comunidadandina.org/documentos/actas/dec29-5-04.htm.





